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Ref. queja núm. 1717386 

================== 

 

 

Asunto: Discapacidad. Demora valoración. 

 

 

Hble. Sra. Consellera: 

 

Transcurridos 4 meses desde que el 14/12/2017 solicitamos de esta Conselleria un 

informe inicial sobre la queja de referencia iniciada el 30/11/2017 a instancia de Dña. 

(...), y a pesar de los reiterados requerimientos intentando recabar su respuesta 

(16/01/2018, 14/02/2018 y 15/03/2018), no hemos recibido respuesta alguna. 

 

La falta de respuesta de la Conselleria supone ignorar el contenido del artículo 19.1 de 

la Ley 11/1988, del Síndic de Greuges, pues afirma que «Todas las autoridades 

públicas, funcionarios y organismos oficiales de la Generalitat están obligados a auxiliar 

al Síndic de Greuges, en sus actuaciones, con carácter prioritario y urgente». 

Igualmente, el artículo 18.1 indica que «Admitida la queja, el Síndic de Greuges 

promoverá la oportuna investigación sumaria e informal, para el esclarecimiento de los 

presupuestos de la misma. En todo caso dará cuenta sustancial de la reclamación al 

organismo o a la dependencia administrativa procedente con el fin de que por su jefe, en 

el plazo máximo de quince días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable 

cuando concurran circunstancias que así lo aconsejen, a juicio del Síndic de Greuges». 

 

Ante esta falta de colaboración y diligencia hemos de proceder a emitir Resolución 

sobre este caso atendiendo únicamente a las informaciones facilitadas por la interesada. 

 

Del escrito inicial y de la documentación aportada posteriormente, se deduce que en 

agosto de 2017 la interesada presentó solicitud de valoración de su grado de 

discapacidad, sin haber recibido ninguna comunicación al respecto de la situación en la 

que se encuentra su expediente, a pesar de haber transcurrido ya 8 meses. 
 

Llegados a este punto, y tras la detenida lectura del escrito inicial de queja, procedemos 

a resolver la presente queja con los datos obrantes en el expediente. 
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Pudiendo no ser la actuación descrita lo suficientemente respetuosa con los derechos de 

la persona interesada, le ruego que considere los argumentos que, como fundamento de 

la recomendación con la que concluimos, a continuación le expongo. 

 

La persona interesada presentó solicitud de valoración de su grado de discapacidad en 

agosto de 2017 y, transcurridos 8 meses, aún no ha sido valorada. 

 

Atendiendo a lo anteriormente indicado debe reseñarse que el incumplimiento de los 

plazos y la falta de cita y examen de la interesada suponen la vulneración del 

ordenamiento jurídico. Por tanto, queda acreditado un retraso en la tramitación del 

expediente causando efectivo perjuicio a la persona beneficiaria al impedirle, si fuera el 

caso, el acceso a aquellos beneficios que intentan hacer la vida más fácil a las personas 

que poseen un grado de discapacidad determinado y evitar su exclusión social. 

 

El incumplimiento reiterado de los plazos para resolver los expedientes de valoración 

del grado de discapacidad ha sido objeto de múltiples recomendaciones dictadas a 

consecuencia de escritos de queja e incluso de oficio. En este sentido, se ha señalado 

con reiteración extrema lo que a continuación se expone: 

 

La falta de cumplimiento de los plazos para resolver expedientes conlleva la 

inobservancia de la normativa aplicable al respecto. En efecto, se vulnera lo dispuesto 

en el artículo 21.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que determina que el plazo 

máximo en el que debe notificarse por la administración la resolución expresa será el 

fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento. 

 

La Orden de 19 de noviembre de 2001, de la entonces Conselleria de Bienestar Social, 

por la que se establece el procedimiento para el reconocimiento, declaración y 

calificación del grado de minusvalía en el ámbito de la Comunitat Valenciana establece, 

en su artículo 14, que el plazo máximo para la resolución del procedimiento para 

revisión del grado de minusvalía será el del artículo 10 apartado 2º (seis meses), 

computándose a partir de la fecha del acuerdo de iniciación comunicado al interesado. 

 

El artículo 9.2.1 de la Orden anteriormente citada, establece como acto preceptivo la 

citación para reconocimiento. 

 

El artículo 29 de la Ley 39/2015 establece que la observancia de los plazos es 

obligatoria y su artículo 20, igualmente, obliga a la adopción de las medidas oportunas 

para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los 

derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo 

necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de los 

procedimientos. Con independencia de que el artículo 24.3 establece los efectos de la 

falta de resolución expresa (silencio administrativo), la administración tiene obligación 

expresa de resolver, de conformidad con el artículo 21 de la Ley 39/2015. 

 

La reciente Ley 9/2016, de 28 de octubre, de la Generalitat, de regulación de los 

Procedimientos de Emergencia Ciudadana en la Administración de la Comunitat 

Valenciana, establece, entre otras cuestiones de interés al contenido de la presente 

queja, las siguientes: 
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Artículo 1. Objeto. 

 

La presente ley tiene por objeto definir el concepto de procedimiento de emergencia 

ciudadana y establecer un conjunto de medidas de carácter urgente y extraordinario 

eficaces destinadas a: 

 

-Atender las necesidades básicas de las personas, familias, colectivos susceptibles de 

especial protección como es el caso de las personas menores, las personas mayores y 

las que se encuentran en situación de exclusión social o en riesgo de estarlo. 

 

-(…..) Generar mecanismos eficaces que permitan agilizar la tramitación de los 

procedimientos de emergencia. 

 

Artículo 2. Definición del procedimiento de emergencia ciudadana. 

 

1. Se definen como procedimientos de emergencia ciudadana aquellos destinados al 

desarrollo de una vida digna y que son gestionados por la administración de la 

Generalitat, sus organismos autónomos, entidades que la integran y por las 

administraciones locales cuando intervengan como entidades colaboradoras de la 

Generalitat. 

 

2. Tendrán consideración de procedimientos de emergencia ciudadana los incluidos 

en el anexo de la presente ley, así como los que se pudieran establecer en un futuro 

por razones de interés general mediante ley. 

 

Artículo 3. Tramitación de urgencia del procedimiento 

 

1.-Los procedimientos declarados de emergencia ciudadana por razones de interés 

público establecidos en esta ley se tramitarán con carácter de urgencia. A tal efecto 

se entienden reducidos a la mitad los plazos máximos establecidos para resolver y 

notificar el correspondiente procedimiento, salvo para la presentación de solicitudes 

y recursos. 

 

2.-En los procedimientos declarados de emergencia ciudadana de los establecidos en 

el anexo que reconozcan un derecho subjetivo para sus solicitantes, deberán 

entenderse estimadas las solicitudes una vez transcurrido el plazo máximo 

establecido en esta ley, sin perjuicio de la obligación de la administración de 

resolver expresamente. 

 

Anexo. 

 

Tendrán la consideración de procedimientos de emergencia ciudadana los siguientes 

 

Punto 1. h) Procedimientos de obtención del certificado de discapacidad. 

 

Corolario de lo anterior es la referencia a la tabla de derechos que contiene el Estatut de 

Autonomía de nuestra Comunitat tras la reforma del mismo y en concreto a: 

 
Sin perjuicio de lo que dispone la legislación básica del Estado, una Ley de Les 

Corts regulará el derecho a una buena administración (art.9.1). 

 

Todos los ciudadanos tienen derecho a que las administraciones públicas de La 

Generalitat traten sus asuntos de modo equitativo e imparcial y en un plazo 

razonable y a gozar de servicios públicos de calidad (art. 9.2). 

 

En todo caso, la actuación de La Generalitat se centrará primordialmente en los 

siguientes ámbitos: la no discriminación y derechos de las personas con 

discapacidad y sus familias a la igualdad de oportunidades (art.10.3). 
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La Generalitat, conforme a la Carta de Derechos Sociales, garantizará en todo caso a 

toda persona afectada de discapacidad, el derecho a las prestaciones públicas 

necesarias para asegurar su autonomía personal, su integración socioprofesional y su 

participación en la vida social de la comunidad (art. 13.1). 

 

La Generalitat procurará a las personas afectadas de discapacidad su integración por 

medio de una política de igualdad de oportunidades, mediante medidas de acción 

positiva, y garantizará la accesibilidad espacial de las instalaciones, edificios y 

servicios públicos (art. 13.2). 

 

La Generalitat garantizará el derecho de acceso a una vivienda digna de los 

ciudadanos valencianos. Por ley se regularán las ayudas para promover este derecho, 

especialmente en favor de personas afectadas por discapacidad (art. 16). 

 

Refiere la Conselleria en los informes de otras quejas que, ante el elevado número de 

solicitudes que se formulan, experimentan ciertas dificultades en la resolución de las 

mismas. 

 

Aun reconociendo los esfuerzos realizados por la Conselleria para la mejora en relación a 

agilizar las valoraciones de discapacidad, situaciones como las del expediente que nos 

ocupa, cuya solicitud de revisión de grado fue presentada en agosto de 2017 y que a 

fecha de hoy continúa sin ser resuelto, son claro ejemplo de que, los citados esfuerzos, 

siguen siendo insuficientes. 

 

Además, a la demora en resolver el expediente de discapacidad que nos ocupa, se suma 

la falta de respuesta a esta institución. Según el artículo 24.1 de la Ley reguladora del 

Síndic de Greuges, «la persistencia en una actitud hostil o entorpecedora de la labor de 

investigación del Síndic de Greuges (…) podrá ser objeto de un informe especial, 

además de destacarlo en la sección correspondiente de su informe anual», incluso, según 

el artículo 29.2, «con expresa mención de los nombres de las autoridades o funcionarios 

que hayan adoptado tal actitud». 

 

 

A la vista de todo ello y de conformidad con lo establecido en el artículo 29.1 y 29.2 de 

la Ley de la Generalitat Valenciana 11/1998, de 26 de diciembre, reguladora del Síndic 

de Greuges, formulamos a la Conselleria de Igualdad y Políticas Inclusivas una 

ADVERTENCIA para que se remitan a esta institución en plazo los informes 

requeridos y que contengan, expresamente, datos actualizados del expediente solicitado. 

Ante la reiteración de esta falta de colaboración con el Síndic en este o en otros 

expedientes, esta actitud merecerá ser destacada en la sección correspondiente del 

Informe anual que esta institución presenta, y llegado el caso se evaluará la posible 

emisión de un informe especial ante Les Corts Valencianes. 

 

 

En atención a lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 29 nº 1 de la 

Ley de la Generalitat Valenciana 11/1988, de 26 de diciembre, del Síndic de Greuges, 

esta Institución efectúan la siguiente RECOMENDACIÓN a la Conselleria de 

Igualdad y Políticas Inclusivas: que resuelva de manera URGENTE la solicitud de 

revisión de reconocimiento de grado de discapacidad de la persona interesada, al haber 

transcurrido el plazo legal para ello. 
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Creemos necesario RECORDAR a la Conselleria de Igualdad y Políticas Inclusivas la 

obligación legal de resolver en plazo, dado que el no cumplimiento de tal obligación 

aumenta la incertidumbre que se deriva de la falta de resolución y amplía aún más, si 

cabe, el sufrimiento soportado por las personas discapacitadas y sus familias, en un 

momento de dificultades económicas como es el actual. 

 

 

Le agradecemos nos remita en el plazo de un mes el preceptivo informe en el que nos 

manifieste la aceptación o no de la recomendación que se realiza o, en su caso, las 

razones que estime para no aceptarla. 

 

Para su conocimiento, le hago saber, igualmente, que a partir del mes siguiente a la 

fecha en la que se ha dictado la presente resolución, ésta se insertará en la página web 

de la institución. 

 

Atentamente, 

 

José Cholbi Diego 

Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
 


